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Sr. S. de Vega, Presidente 
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 26 de 
enero de 2023, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por Dña. yyyy, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero  
Sra. Ares González, Consejera 
Sr. Herrera Campo, Consejero y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
  
 
 
 

DICTAMEN 677/2022 
 
I  

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 20 de diciembre de 2022 tuvo entrada en este Consejo 
Consultivo la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyyy, debido a los daños y perjuicios derivados del 
golpe producido por una sombrilla en la piscina municipal de xxx1.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 22 de diciembre 

de 2022, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes 
del Consejo con el número de referencia 677/2022, iniciándose el cómputo 
del plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Herrera Campo.  

 
Primero.- El día 8 de agosto de 2022 se presenta en el Ayuntamiento 

de xxx1 una reclamación de responsabilidad patrimonial suscrita por 
Dña. yyyy, debido a los daños sufridos el 3 de agosto anterior, sobre las 
17:30 horas, como consecuencia del golpe que recibió al intentar proteger a 
su hija de uno de los tubos del toldo de la piscina municipal que fue 
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arrancado de sus anclajes por una fuerte racha de viento. No realiza 
valoración económica de los daños. 

 
Adjunta a la reclamación un informe clínico de urgencias del Complejo 

Asistencial Universitario de xxx2 del mismo día 3 de agosto, e informe del 
médico del centro de salud hhhh del 5 de agosto siguiente. 

 
Segundo.- A la vista de la reclamación, del informe de la socorrista 

de la piscina de 22 de agosto que confirma los hechos y sus circunstancias (si 
bien refiriéndolos al “levantamiento de una sombrilla” por la fuerte ráfaga de 
viento) y del informe de Secretaría sobre la legislación y el procedimiento a 
seguir, el 24 de agosto de 2022 se dicta Resolución de Alcaldía por la que se 
admite a trámite la reclamación y se nombra instructor del procedimiento.  

 
Tercero.- El 9 de noviembre de 2022 la aseguradora del Ayuntamiento 

realiza una valoración de los daños por un total de 3.886,21 euros, de los 
que 3.027,72 euros corresponderían a 92 días de perjuicio personal básico y 
los 858,49 euros restantes lo serían en concepto de 1 punto de secuela 
funcional. 

 
Posteriormente, el 10 de noviembre dicha valoración aumenta hasta 

los 4.861,21 euros, incluyendo, junto a los conceptos antes señalados, una 
factura médica por importe de 975 euros. 

 
Obra en el expediente un “recibo de indemnización” firmado por la 

reclamante en el que manifiesta haber sido indemnizada por la aseguradora 
del Ayuntamiento en la cantidad de 4.561,21 euros, si bien se indica que “La 
firma está condicionada a la transferencia a la cuenta que se indica del 
importe de la indemnización” y que “El citado importe no contempla la 
franquicia de 300 euros que deberá ser abonada por el Ayuntamiento de 
xxx1”. 

 
Cuarto.- El 30 de noviembre de 2022 se formula propuesta de 

resolución estimatoria de la reclamación, sobre la base de los daños descritos 
y valorados por la aseguradora.  

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 

1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 
expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i), 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen 
en relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial.  

 
Aun cuando no figura en el expediente que se haya concedido trámite 

de audiencia a la reclamante, el hecho de que se proponga la estimación de 
la reclamación y conste la conformidad de la interesada con la indemnización 
recibida por la aseguradora (a salvo de los 300 euros de la franquicia que 
corresponde abonar al Ayuntamiento), permite considerar que la omisión de 
aquel trámite no ha producido indefensión a la reclamante, ya que conoce el 
importe de la indemnización propuesta. No obstante lo cual, se recuerda la 
obligación de cumplir todos los trámites del procedimiento que se prevén en 
la normativa. 

 
3ª.- Concurren en la reclamante los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la LPAC.  
 
La competencia para resolver la reclamación corresponde al Alcalde, 

sin perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, de acuerdo 
con lo establecido en los artículos 21.1.s), 21.3 y 23.4 de la Ley 7/1985, de 2 
de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local (LBRL), en relación con 
el artículo 92, párrafo segundo, de la LPAC.  

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC.  
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Por último, hay que destacar que no se efectúa en la reclamación una 
valoración económica de los daños producidos, ni se ha aportado al expediente 
dictamen pericial de valoración de daño corporal. La Administración, por su 
parte, tampoco establece en su propuesta de resolución la documentación o 
el criterio que ha tenido en cuenta para considerar que la cuantía resarcitoria 
pretendida iguala o supera el umbral fijado en el expresado artículo 4.1.i),1º 
de la Ley 1/2002, de 9 de abril, condición necesaria para que este Consejo 
proceda emitir su dictamen.  

 
No obstante, en la documentación incorporada al expediente obra una 

valoración de los daños efectuada por la aseguradora de la Administración, 
en la que estos ascienden a un total de 4.861,21 euros, lo cual, junto a los 
criterios de valoración recogidos en el texto refundido de la Ley sobre 
responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, permite considerar 
que la cuantía excedería de 3.000 euros, y por tanto procedería la emisión de 
dictamen. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, a la que se remite, de forma genérica, el artículo 
54 de la LBRL. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas; 
b) antijuridicidad del daño, en el sentido de que la persona que lo sufre no 
tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad 
a la Administración de la actividad dañosa, es decir, la integración del agente 
en el marco de la organización administrativa a la que pertenece o la 
titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el 
daño; d) relación de causalidad entre la actividad administrativa y el resultado 
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dañoso, esto es, que el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o 
anormal de un servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se 
exige que la reclamación se haya presentado antes de que transcurra un año 
desde el momento en que se produjo el hecho causante. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa, tal y como se ha señalado 

en los antecedentes de hecho, sobre la reclamación presentada por 
Dña. yyyy, debido a los daños sufridos como consecuencia del golpe que 
recibió, al intentar proteger a su hija, por uno de los tubos del toldo de la 
piscina municipal de xxx1 que fue arrancado de sus anclajes por una fuerte 
racha de viento. 

 
En cuanto al fondo de la cuestión planteada, este Consejo Consultivo 

considera, al igual que los órganos que han informado en el procedimiento, 
que la reclamación debe estimarse.  

 
En la esfera de las Administraciones Locales, el artículo 54 de la LBRL 

establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños 
y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación 
de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en 
la legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento 
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2.568/86, de 28 de noviembre.  

 
Así, en primer lugar, en cuanto a la acreditación y circunstancias de los 

hechos, estos pueden considerarse probados, si bien en su solicitud inicial la 
reclamante refiere que fue golpeada por uno de los tubos de un toldo 
arrancado de sus anclajes que salió volando, mientras que la declaración de 
la socorrista menciona que fue una sombrilla la que golpeó el antebrazo de la 
reclamante. No obstante, el hecho de que se tratase de un toldo o de una 
sombrilla no modificaría el hecho mismo de la existencia de responsabilidad 
patrimonial de la administración, ni el régimen de esta. 

 
Una vez hecha esta consideración, procede determinar si los daños 

ocasionados traen causa de un funcionamiento, normal o anormal del servicio 
público. 
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Al señalarse tanto en la reclamación inicial como en la declaración de 
la socorrista la existencia de fuerte viento, habrá que determinar inicialmente 
si podría tratarse un supuesto de fuerza mayor como circunstancia eximente 
de esa responsabilidad patrimonial. A este respecto, el Reglamento del seguro 
de riesgos extraordinarios, aprobado por el Real Decreto 300/2004, de 20 de 
febrero, señala en su artículo 2.1.4º: “Vientos extraordinarios, definidos como 
aquellos que presenten rachas que superen los 120 km por hora. Se 
entenderá por racha el mayor valor de la velocidad del viento, sostenida 
durante un intervalo de tres segundos”. 

 
No existe ninguna prueba a lo largo del expediente de que los vientos 

presentes ese día superasen tal velocidad, y tampoco se ha recabado 
informe del Agencia Estatal de Meteorología, por lo que puede entenderse 
que no concurre circunstancia alguna de fuerza mayor. 

 
Descartada dicha circunstancia, existe un criterio jurisprudencialmente 

consolidado de que la Administración, y especialmente la local, aparece como 
la responsable de cualquier eventualidad que se produzca y que, directa o 
indirectamente, cercana o remotamente, se pueda vincular con el servicio 
público. En este sentido puede destacarse la Sentencia de la Sala Tercera del 
Tribunal Supremo de 12 de junio de 2008: “Ahora bien, se ha de partir de 
que la doctrina de la relación exclusiva entre el actuar de la Administración y 
el resultado dañoso ha sido ya abandonada por la Jurisprudencia del Tribunal 
Supremo, por todas Sentencia de 20 de marzo de 2003, siendo suficiente 
que el actuar de la Administración haya contribuido a la producción del daño 
siquiera sea de forma mediata, aunque necesaria…”. 

 
Por lo tanto, la responsabilidad de la Administración procederá en 

aquellos casos en que los daños sean consecuencia del funcionamiento de 
los servicios públicos, sin que baste a estos efectos que los daños aparezcan 
con motivo u ocasión de la prestación de dichos servicios públicos. 

 
En este sentido, el Dictamen 330/2021 de 6 de mayo, del Consejo 

Consultivo de Andalucía, en un asunto que puede considerarse similar, 
señaló lo siguiente: “La reclamante alega que el accidente se produjo porque 
un golpe de viento hizo que la puerta del recinto se cerrara y la golpeara. De 
la información suministrada por el expediente debe aceptarse tal versión de 
los hechos, pues la misma es constatada por la Administración”. 
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»Ahora bien, eso no determina per se la existencia de 
responsabilidad, pues como este Consejo ha declarado de forma constante, 
no todo funcionamiento normal o anormal de un ‘servicio público’ genera 
responsabilidad patrimonial sino, como es lógico, tanto uno como otro siempre 
y cuando dicho funcionamiento sea el determinante del daño. Solo así se 
puede entender adecuadamente nuestro sistema de responsabilidad objetiva, 
pues de otro modo el instituto de la responsabilidad patrimonial se convertiría 
en una suerte de seguro universal frente al proceder administrativo (entre 
otros, dictámenes 776/2015, 143 y 281/2016, 74, 78 y 937/2018, 355 y 
362/2019, y entre los últimos, 456, 548, 559, 568, 577, 638, 666, 667 y 
676/2020) o sistema providencialista (STS de 5 de junio de 1998, y Sentencia 
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de 30 de julio de 2012, entre 
otras). 

 
»Eso significa que solo hay responsabilidad si tal funcionamiento 

ha sido el determinante del daño, pero no cuando este sea debido a otros 
factores (SSTS de 21 de marzo, 23 de mayo, 10 de octubre y 25 de noviembre 
de 1995; 25 de noviembre y 2 de diciembre de 1996; 16 de noviembre de 
1998; 20 de febrero; 13 de marzo y 29 de marzo de 1999 y 19 de junio de 
2007, entre otras). 

 
»En el caso en cuestión se desconoce con exactitud cómo 

considera la parte reclamante que debió proceder el `funcionamiento del 
servicio´, si bien puede entenderse implícitamente que debe aludir a medidas 
para evitar que la puerta se cerrase por el viento. 

 
»De cualquier manera, no solo consta que se arbitraron medidas 

razonables (la puerta no estaba continuamente abriéndose y cerrándose por 
efecto del viento, como revela el informe del Área de Cultura de 24 de 
septiembre de 2020, en contra de lo alegado por la interesada, y las veces 
en que quedó abierta fue inmediatamente anclada y finalmente sujetas las 
alas por los setos) de modo que el suceso puede considerarse como 
imprevisible, sino que de la prueba practicada resulta que la interesada 
permaneció en la entrada durante un tiempo que se prolongó desde la 
finalización del evento hasta la salida de todos los asistentes, cuando constaba 
como indicación advertida a todos los asistentes de que no se detuviesen en 
`las inmediaciones de la puerta del recinto´, por lo que la inobservancia o 
desatención de tal instrucción ha provocado, a juicio de este Consejo 
Consultivo, la ruptura del necesario nexo causal entre el funcionamiento del 
servicio y el daño alegado”. 
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Sin embargo, las consideraciones a las que se llega en tal Dictamen no 

son plenamente trasladables al supuesto sometido a consideración, puesto 
que en este no consta inobservancia alguna por la reclamante de instrucciones 
o advertencias realizadas, ni tampoco consta que se encontrase en un lugar 
inhabilitado o no apropiado, ni en general que su conducta pudiera favorecer 
en modo alguno la producción del daño. 

 
En el presente caso aparece comprobada la realidad del daño y que 

este se produjo como consecuencia del golpeo a la reclamante con un objeto 
de la propia piscina municipal (toldo o sombrilla), debido al arranque del 
mismo por un viento que no alcanza la cualidad de extraordinario, por lo que 
procede, de conformidad con lo señalado al comienzo de las consideraciones 
jurídicas, la estimación de la presente reclamación, conforme a la descripción 
y valoración de los daños realizada por la aseguradora de la Administración y 
aceptada por esta en su propuesta de resolución.   

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyyy, debido a los daños y perjuicios derivados del 
golpe producido por una sombrilla en la piscina municipal de xxx1.  

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


